
ffiáw
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL InililffitLlililfl]tlilil

EXP. N.. 02645 -2017-PA,i TC
LIMA
MIRKO ANTONIO BRAVO CALDERÓN

SENTENCI,T INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

,\SUNTO

Recumo de agravio constitucional interpuesto por don Mirko Antonio Bravo Calderón,

a travós de su representante, contra la resolución 3, de 25 de enero de 2017, foj¿s 68,

cxpedida por ]a Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, que declaró

improccdcnte su demanda de amparo-

FUND NIENTOS

En la sentencia cmitida en el Expedjcote 00987-2014-PA,/TC, publicada en el di¡rio
oñcial Ll Perüano el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, cn el

fundamento 49, con carácter de precedente, quc se expedirá sentencia intcrlocutüia
dc¡cgatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno dc los siguientes

supuesbs, que igualmente están contc¡idos en el afiículo 1l del Reglame¡to
Normativo dcl l-ribunal Constitucional:

rezca de lilndamentació¡ la supucsta vulneración que se invoque

Lima.22 dc octubre dc 2018

c)

a cr¡estión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

d)

trascendcncia constitucional.
La cueslión de Derecho invocada contradiga un precedente del T¡ibunal
Constiiucional.
Se haya dccidido de manera desestimatoria en casos susta¡cialmentc iguales.

2. En el presentc caso, el recuüente solicita la nulidad de la resolució¡ 7, de 2'7 de

ocftrbrc dc 201 I (lojas l5), expcdida por el Segundo Juzgado Mixto de San Juan de

I-uflgancho (Cone Supcñor de Justicia de Lima), que en segunda i¡lstancia o grado

declaró l¡ndada la demanda de declaración judicial de patemidad intcrpucsta en su

contra por doña Elizabeth Sánchez Rote (Expediente 00682-2008-0- I803 JP FC-
04).

3- Sostiene el recurrcntc que la resolución judrcial cuestionada vulnera su derecho al

debido proceso, pues los jueces dcmandados aplicaron etóneamente la Lcy 28457
Lcy que regula cl proceso de filiación judicial de paternidad extramatrimonial- y, sü

modificatoria, la Ley 29715 -Lcy quc modifica el a iculo 2 de la Lcy 28457-
dcclarando fu¡dada la demanda, a pesai que no se practicó la prueba de ADN.

4. A eltctos de resolvcr, cabe mencion¿r que media¡tc Rcsolución Administr¿tiv¿
l0l-2014-CE-PJ, de l9 de ma¡zo de 2014, expedida por el Consejo Ejccutivo dcl
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Poder Judrcial, publicada en cl diario oficial El Peruano el 5deab l de 2014, se

dispuso cl funcionamiento del distrito judicial de Lima Este a partir del 5 de mayo
de 2014, cuya compctc¡cia tcrritorial comprende, entre otros, el distrito de San

Juan de Lu gancho y la provincia de Hu¿rochiri.

6. En coDsecuencia, el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de

rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la se¡tencia emitida cn el
Dxpediente 00987-20I4-PA/TC y cn cl inciso b) del artículo 1l dcl Reglamcnto
Nomrativo del Tribunal Constitucional. Por esta r¿zón, corresponde declarar, sin
más trámite, improcedente el recurso de agravio co¡stitl¡cional.

Por estos fundamenlos, el Tribu[al Conslitucional, con la auto¡idad que le confiere la
Constitr¡ción Politica del Peru, y ]a paticipación del magishado Espinosa-Saldaña
Banera, convocado para dirimir la disco¡dia suscitada por el voto singular dci
magistrado Ferrero Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barera.

Dcclarar IN{PROCEDENTE el recurso de agravio constitucional, porque 1a cuestión
de Derecho contenida en cl recu¡so carcce de cspecial trascendencia constitucjonal.

Publiqucse y notifiquese
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MIR NDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
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5. Sie¡do así, esta Sala Segunda del Tribu¡al Constitucional aprecia que: i) cl
¡ccurrente interpuso la presente demanda ante los .jueces de la Corte Superior de

Justicia de Lima el 2 de dicicmb¡c de 2014 (fojas l8); ii) Ia resolución qüe se

cuestiona fue emitida por cl Scgundo Juzgado Mixto de San Juan de Luriga¡cho; y
iii) conlb¡mc a su documento nacional de identidad (DNI) (fojas 1), et domicilio
del ¡ccurrcnte se ubica en el distito de San Antonio Provincia de l-luarochi¡i dc la
Región Lima. Por lo tanto, cn virtud a lo dispuesto por el artículo 5l del Código
P¡ocesal Constitucional, e! recurso de agravio constitucional debe ser rechazado,
toda vcz que la demanda fue interplresta ante unjuzgado que carece de competencia
po¡ razón del tel.ritorio.
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario señalar 1o siguiente:

1. Aquí ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio constitucional no
e¡cueütra respaldo en el contenido constituciooalmcnte protegido de los derechos
invocados por la pa¡te demandante. Siendo así, se veriñca que se ha incurrido en la
causal de rechazo prevista cn el acápite b) del fundamento 49 de la se¡te¡cia emitida
cn el Expedicnte 00987-2014-PA"/TC y en el inciso b) del articulo 11 del
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional.

2. Ahora bien, encuentro que la redacción del proyecto no es lo suñcientemente clara
para explicar las mzones por las cuales aquí la cucstión de Derecho planteada carece
de especial trascendencia constitucional, confo¡me las pautas establecidas por este

Tribunal.

4. De este modo, la exposición de ias razones por las cuales el recurso incurre en una
causal determinada ¡o solo adquiere mayor claridad, sino tambiéD se le otorga un
adecuado orden lógico a los argumentos que fundamentan lo resuelto en el caso.
Dichas cualidadcs son las quc sc espera que tenga una decisión tomada por este
Tribuoal, en tanto se trata de un órgano .jurisdiccional encargado de una labor tan
relevante como lo es la tutela de derechos fundamentales.

S.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

La

3. En efecto, tal como ha desa¡rollado este Tribunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emiti¡ una sentencia interlocutoria, luego de hacer
mención a las causales de improcedencia liminar recogidas en el fundamento 49 de
"Vásquez Romero", corresponde referi$e en forma clara, ordenada y detallada a la
causal cspccífica cn la cual hab¡ía incunido el recurso plantcado, asi como cumplir
con explicar cuáles son los alcances de la causal utilizada.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respcto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presc¡te voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precedenle vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los l'undamentos que a

continuación expongo:

EL TRTBUNAL CoNS'IITUCToNAL coMo coRTE DE REVISIóN o FALLo y No Df,
cAsAcróN

La CoNtitr¡ción de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia dc casación y la Constitución de 1993 convi¡tió al Tribu¡al Constitucional
el1 instancia de fallo. La Constitución del 79, por p mera vez en nuestra histo¡ia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad ioc, independiente del Pode¡
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fi¡ndamentales.

2. La Ley I'undamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de conhol de Ia Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, envía de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
coüstituía una instancia habilitada para fallar en folma definitiva sob¡e la causa. Es
decir. no se pronunciaba sobre los hechos invocados como anenaza o lesión a los
dereeho' rcconocido: cn la Conslitución.

3. En ese seütido. la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Ga¡antías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en fb¡ma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitació[ y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deñciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

,1. Dl rnodelo de tutela antc at¡enazas y vulneración de derechos fue seriamcnre
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumplimiento. En segundo iugar, se crea al Tribtmal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica erróneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, en

M
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mate a de procesos constitucionales de la libertad, la CoNtitución establece que el
Tibunal Constitucio¡al es i¡stancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que Ia Constitución Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribc que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úLima y
delinilird insldncia, las resolucíones denegalorías dictadas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas data y acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fu¡damentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho l'undamental. Una lectura diversa
contÉvendría mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como hn supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la obserNa cict del debido proceso ! lutela
juri"^diccional- N¡úguna pefiona puede ser desviada de la .iurisdicción
predetermindda por la ley, ní somelida a procedimie to distínto de los previa enle
esfablecidon^, ni juzgada por ótganos juris¡liccio ales de excepción ni por
comísiofies especiales crcadas al efecto cualquiera sea su denominación",
consagrada en el afículo 1i9, inciso 3.

6. Como se advierte, a dil'erencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última inslancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorai
(Sup¡ema CoÍe de los Estados Unidos), en el Pe¡ú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de interpretación de Ia Constitución capaz de ingresar al lbndo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido ula
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo quc
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

debe abrir la vía correspondiente p¿ra que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apeÍura de esta vía solo se produce si se pennite al
peticionante colabo¡ar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
¡náli.i. dc lo que se prctcndc. dc lo que ¡e inroc¿.

7. Lo constitucional es escuchar a la pafle como concretización de su derecho
irenunciable a ta defensa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los de¡echos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el tiunfo de la justicia ñente a la
arbit¡ariedad.

EL DERECHO a sER oiDo coMo MANrFf,srACróN DE LA DEN|OCRATIZACIóN D[ Los
PRoCIsos CoNS'I.ITUCIoNALES DE LA LIBER].AD

8. La admi¡istración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, (-s respetuosa, como coresponde, del derecho de

twl
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del'ensa inherentc a toda persona, cuya manifestación primaria es el de¡echo a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

delerminen su. dcrechos. interescs 1 .rbligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una ¡esolución constitucional
sin realizarse audicncia de vista está ¡elacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretiíndose el pri[cipio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las pades, conesponde señalar que, en tanto que la
potcstad dc administ¡ar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inhe¡entes a todo ser humano, lo que
ircluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

ll. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento quo
democ¡atiza el proceso. De lo contrario, se decidiria sobre la esfera de i[terés de
una p(-mona sin pcnnitirle alegar lo corespondiente a su favor, lo que rcsultada
excluyente y antidemocrático. Además, el T bunal Comtitucional tiene el deber
ineludible de oplimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiflcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
lcgitima no por se¡ un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suñciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

EXP. N." 02645-2017,PA/TC
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12. En ese sentido, la Colte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de delensá "obliga al Estado a ttatat al indi,idlto en todo momento como
un wrdadero sujeto del proceso, en el más anplio sent¡do J¿ e.tte concepto, y t1o

simplemente como objeto del mismo"t. y que "paru que ex¡!t,r Jrbido proceso legal
es prec¡so que w1 justiciable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus
inlercse\ cn^formo e{rctiva )) en condicíones de igualdad procesal con otros
iuttic ittbles"'-

I Co¡1e IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009-
párrafo 29.

'Cort" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sertencia del 2l dejunio de 2002, párrafo 146.

WI
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NATURALEZA PROCESAL DEL RECURSo DE AGRAVIo CONSTITUCIoNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Comtitucional si no es con grave violación dc sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su intérp¡ete suprcmo: pero no su refomador, toda
vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia intcrlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
vcrdadera esencia jurídica, ya que el Iribunal Constitucional no tiene compelencia
para "revisar" nimucho mcnos "recalilicar" elrecurso de agravio constjtucional.

15. De confo¡midad con los a iculos 18 y 20 dcl Código Procesal Constitucional, el
Tribun¿l Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Pode¡ Judicial. Al T¡ibunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competeücia de
rechazar dicho recu¡so! sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
ü,,mo un dgrJvio que le causa indelensión.

16. Por otro lado, la "sentencia ilterlocüto a" establece como süpL¡estos para su
aplicación lórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requierc ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especiñcos, a saber,
identifica¡ cn qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni justiñcarlo,
convieñe el empleo de la precilada sentencia en arbitrario, toda vez que s(] podría
afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
ca¡entes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presenta¡ su
respectiva dema[da.

17. Por lo demás, mutatis hiutu dis, el precedente vinculante contenido erl la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PIIC/TC). Del mismo modo, co¡stituye una reafi¡mación de la natuialeza
procesal de los procesos constitucionales de la libefad (supletoriedad, via prcria,
vías paralelas, litispendencia, invocació¡ del derecho constitucional líquido y
cierto, ctc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una laturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvi¡tuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

twl
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales dc los
agraviados, voto a 1ávor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el I'ribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas cn sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo Ie queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Con,o afi¡mó Raúl Fer¡ero Rebagliati, "la dcfensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una del'ensa total dc la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jürisdiccional, cada cual al defender su de¡echo
está deféndiendo el de los dcmás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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